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DECISIÓN PRECLUSIVA / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / DERECHO AL DEBIDO PROCESO / DEFENSA - HONRA – BUEN NOMBRE / NIEGA / INEXISTENCIA DE VULNERACIÓN DE DERECHOS / IMPROCEDENTE / “Pretende que se protejan sus derechos vulnerados y en consecuencia se revoquen las providencias adoptadas en junio 27 de 2016 por el Juzgado Promiscuo Municipal de Quinchía (Rda.) y de agosto 23 de 2016 del Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia (Rda.);…”

(…)

“No obstante lo dicho, y aunque en este caso hace manifestaciones similares a las que ha utilizado en otras acciones constitucionales, lo que ahora expresa es que con la preclusión proferida en favor de ANA DE JESÚS FLÓREZ GUERRERO, se vulneraron sus derechos fundamentales al debido proceso, defensa y contradicción, de lo cual no obra tutela con antelación  y por ende no han sido objeto de estudio en sede constitucional, como así lo pregona el Fiscal 12 Local, por lo cual se descarta que nos encontremos frente al fenómeno de la temeridad.”

(…)

“En principio entonces, no tendría por qué haber sustentado el señor Fiscal Local la causal de preclusión, con fundamento en una preclusión que hasta ese mismo instante no se había presentado; pero no obstante tal situación, no puede desconocer la Sala que en esa diligencia y luego de concedérsele la palabra a la imputada, ésta de viva voz indicó que se retractaba de lo expresado en el oficio 02 de enero 5 de 2012 y el cual contenía las manifestaciones deshonrosas en contra del señor ALFONSO QUINTANA ESTRADA, y aunque el actor aduce que ello debe ser en la misma forma en que lo realizo, es decir, por escrito, estima la Sala que ello es irrelevante, por cuanto ésta se hizo en presencia del ofendido y otras personas quienes escucharon lo planteado por la imputada y las excusas que le ofreció al señor QUINTANA en esa oportunidad, sin que ello necesariamente tenga que plasmarse en un documento específico -papel- pues como acá se otea, el afectado ya cuenta con el registro de audio de las diligencias celebradas, en especial aquella donde la señora ANA DE JESÚS FLÓREZ se retractó.

Y es que precisamente al haber observado no solo la señora Juez de primer nivel, sino el funcionario encargado de desatar el recurso interpuesto, que por parte de la señora ANA DE JESÚS FLÓREZ GUERRERO se cumplió con las exigencias contenidas en el canon 225 C.P.P., se imponía adoptar una decisión preclusiva, al evidenciarse que tal retractación se dio de manera voluntaria, con antelación a haberse proferido sentencia de primera instancia y de forma oral ante el directamente perjudicado.”

(…)
“Para la Sala, el derecho al debido proceso que tiene el señor ALFONSO QUINTANA ESTRADA no se vulneró en ningún momento durante el trámite de la preclusión, por cuanto el mismo tuvo conocimiento de la actuación que pretendía realizar la Fiscalía, y una vez se procedió a su desarrollo se le garantizaron los derechos como víctima, al estar asistido por un profesional del derecho, habérsele permitido presentar objeciones contra la solicitud elevada no solo al togado sino al accionante, y una vez adoptada la decisión de fondo, en un claro ejercicio de los derechos de defensa y de contradicción, su apoderado interpuso recurso de apelación en su condición de defensa técnica de la víctima.”

Citación jurisprudencial: Sentencia T-313 de 2005. / Sentencia T-1343 de 2001. / 

Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal en el radicado 81495 de agosto 27 de 2015
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Pereira, once (11) de octubre dos mil dieciséis (2016)

                                                                   Acta de Aprobación N° 925
                                                  Hora:8:15 a.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la tutela instaurada por el señor ALFONSO QUINTANA ESTRADA contra la Fiscalía 12 Local de Quinchía (Rda.), Juzgado Promiscuo Municipal con función de conocimiento de esa misma municipalidad, Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia (Rda.), el abogado JAIME RÍOS BERMÚDEZ y la señora ANA DE JESÚS FLÓREZ RODRÍGUEZ, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso, al honor, honra, reputación, rectificación, verdad, justicia y reparación.
2.- SOLICITUD 

Lo sustancial de la extensa y confusa información que aporta el señor ALFONSO QUINTANA, se puede sintetizar así: (i) denunció por Injuria en septiembre 20 de 2013 a la señora ANA DE JESÚS FLÓREZ GUERRERO, siendo radicada al N° 1700160000602013041990 y al haber fracasado la conciliación pues la indiciada no aceptó su propuesta de pagarle la suma de $900.000.000, se llevó a cabo en junio 23 de 2015 ante el Juzgado Único Promiscuo Municipal de Guática (Rda.) la audiencia de formulación de imputación contra ANA DE JESÚS FLÓREZ GUERRERO, donde le formularon cargos por injuria los cuales NO ACEPTÓ, y aunque el abogado de la misma solicitó al despacho la escuchara con el fin de retractarse públicamente de lo manifestado, el funcionario judicial indicó que ello debía hacerse ante el juez de conocimiento; (ii) en septiembre 15 de 2015 el Fiscal 12 Local pidió la preclusión por atipicidad, frente a lo cual presentó tutela que resolvió el Juzgado Promiscuo de Circuito de Belén de Umbría (Rda.), el cual denegó su pretensión, como también acaeció con la acción que resolvió al Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, al negarle la fiscalía el acceso al expediente; (iii) en junio 7 de 2016 ante el Juzgado Promiscuo Municipal de Quinchía (Rda.) se llevó a cabo la audiencia de preclusión, donde expresa el fiscal que la denuncia no se entregó personalmente y existe una retractación previa en la formulación de imputación, por lo cual no podría continuarse la acción penal, petición que apoyó la defensa de la imputada, oponiéndose el abogado de víctimas Dr. ROSEMBERG HIDALGO, y luego de su intervención la juez concedió la palabra a la señora ANA DE JESÚS FLÓREZ GUERRERO quien se retractó de manera general, por lo que la funcionaria le indicó que lo hiciera de forma más concreta, por lo que con dificultad leyó el oficio 02 de enero 5 de 2012 y adujo retractarse en todos los términos, y en consecuencia se precluyó la indagación; (iv) su apoderado interpuso recurso de apelación y en agosto 23 de 2016 el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia (Rda.), confirmó lo decidido; (v) es falso lo dicho por el Fiscal 12 Local de no haber presentado la denuncia ante autoridad judicial y que haya una retractación previa en la audiencia de imputación, con lo cual indujeron en error a la juez, y por ende no existía la causal, ya que la señora ANA FLÓREZ solo intervino luego de haberlo hecho su abogado con el fin el cumplir la exigencia efectuada; (vi) lo dicho por la imputada no fue concreto, específico ni clara con relación a los hechos consignados en el oficio 02 de enero 5 de 2012 que dieron origen a la actuación, y la misma no tiene voluntad de restaurar su buena reputación, y (vii) la retractación no cumple con las exigencias legales al no hacerse en el mismo medio escrito en que se hizo, no se contó con el Ministerio Público para garantizar sus derechos y la juez no le concedió la palabra para interponer apelación, vulnerándose sus derechos al debido proceso, defensa y contradicción.
Pretende que se protejan sus derechos vulnerados y en consecuencia se revoquen las providencias adoptadas en junio 27 de 2016 por el Juzgado Promiscuo Municipal de Quinchía (Rda.) y de agosto 23 de 2016 del Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia (Rda.); además, se compulsen copias de esta tutela con destino a la Procuraduría en Asuntos Penales para lo de su competencia. Igualmente como medida previa solicitó que la Fiscalía le informara el estado actual del proceso y se le brindara copia de las decisiones proferidas.
3.- CONTESTACIÓN

El despacho admitió la tutela, negó la medida provisional reclamada y dispuso correr traslado del trámite a los Juzgados Promiscuos del Circuito de La Virginia y Municipal de Quinchía (Rda.), a la Fiscalía 12 Local de  este último municipio, a ANA DE JESÚS FLÓREZ GUERRERO, así como a su defensor Dr. JAIME RÍOS BERMÚDEZ, y de manera oficiosa se dispuso la vinculación del Juzgado Promiscuo Municipal de Guática (Rda.) con función de control de garantías y al abogado ROSEMBERG HILDADO -apoderado del señor ALFONSO QUINTANA ESTRADA-,  quienes al respecto así se pronunciaron.

- El Juez Promiscuo del Circuito de La Virginia (Rda.), expresó que en efecto en agosto 23 de 2016 se profirió decisión de segundo grado, con ocasión de la apelación interpuesta por el apoderado de la víctima, oponiéndose a sus pretensiones, pues si en gracia de discusión la inspectora no debió mencionar en su escrito asuntos injuriosos, sin tener prueba de ello, la procesada se retractó del oficio 002 de enero 05 de 2012 como se aprecia en el registro de audio de la audiencia de preclusión, lo que hizo en forma personal, de manera voluntaria y oral ante los allí intervinientes, entre ellos la víctima.
- El Fiscal 12 Local de Quinchía (Rda.), allega escrito del que se extrae lo siguiente. (i)  en la tutela son numerosos los agravios frente a las personas contra la cual la interpone, lo que es costumbre en todos los actos del señor QUINTANA lo que sería causal suficiente para no dar trámite a esta acción; (ii) el caso que tramitó fue por injuria y en conversaciones con el denunciante se le explicó que si existían otros delitos debía denunciarlos; (iii) en dicho asunto se le designó apoderado al señor ALFONSO QUINTANA por lo que no se vulneró el debido proceso, ni acceso a la administración de justicia, pues la preclusión fue objeto de los recursos de ley, por lo cual debe declararse improcedente la acción constitucional; (iv)  pide se investigue al actor al presentar tutelas por iguales hechos y por falso testimonio.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar este asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Se debe definir inicialmente, conforme lo planteado por el fiscal accionado, si se presenta la temeridad de la acción, en atención a las acciones de tutela que al parecer han sido promovidas con antelación por el actor con ocasión de éstos mismos hechos o si son hechos diferentes que requieren protección constitucional.
5.2.- Solución a la controversia

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Se advierte entonces que la tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

Con antelación a ingresar en el fondo del estudio de esta actuación y como quiera que en la respuesta a la tutela esgrimida por la Fiscalía 12 Local de Quinchía (Rda.) se informa que el señor ALFONSO QUINTANA ESTRADA ha formulado otras acciones por hechos similares a los que ahora se denuncian, por lo cual en sentir del referido fiscal, el actor falta a la verdad al aducir que no ha presentado similar acción ante otros despachos, se hace necesario resaltar que: 

El Decreto 2591/91 en su artículo 38 dispone: “cuando sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes. El abogado que promoviere la presentación de varias acciones de tutela respecto de los mismos hechos y derechos, será sancionado con la suspensión de la tarjeta profesional al menos por dos años. En caso de reincidencia, se le cancelará su tarjeta profesional, sin perjuicio de las demás sanciones a las que haya lugar”. De la disposición en cita se extrae que si no se logra identificar ese motivo expresamente justificado, la acción está llamada a fracasar y trae consigo las consecuencias que la ley prevé.
A pesar de lo anterior, es factible que en un momento dado se pueda instaurar una tutela con base en hechos y pretensiones que ya fueron expuestas en otro trámite pero con diferente óptica, o cuando a pesar de compartirse unos mismos presupuestos fácticos, se plantea una petición distinta, como así lo ha referido la máxima guardiana de la Constitución en Colombia, mediante sentencia T-526/08.
Al tener en cuenta que el señor ALFONSO QUINTANA ESTRADA efectivamente ha interpuesto acciones constitucionales en diversos despachos judiciales y ante esta misma Sala, corresponde decir lo siguiente:

Una de las acciones instaurada que guarda estrecha relación con la actual, fue la presentada contra la Fiscalía 12 Local de Quinchía (Rda.), para pedir la invalidez de la investigación que adelantó ese despacho para solicitar la preclusión de la actuación seguida frente a ANA DE JESÚS FLÓREZ GUERRERO, por el delito de injuria, la que fue negada por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría (Rda.) en octubre 29 de 2015 y confirmada por una Sala de Conjueces de esta misma Corporación en marzo 30 de 2016. De lo allí inserto y si bien hace alusión a similares circunstancias que actualmente aborda, es claro para la Sala, que la situación que en esa oportunidad esgrimió es diferente a la que ahora concita el estudio de este Tribunal.
Mírese que allí pedía la nulidad del trámite investigativo con lo cual soportaría la Fiscalía 12 de Quinchía la preclusión en favor de la Inspectora de Policía de Irra -ANA DE JESÚS FLÓREZ GUERRERO-, pero a la hora de ahora, lo que reclama es que por este medio, se revoquen las decisiones de primera y segunda instancia, proferidas por los despachos judiciales que decretaron la respectiva preclusión.

Y es que el señor ALFONSO QUINTANA, no solo en esa acción de tutela, sino en muchas otras que han sido conocidas por esta Colegiatura siempre hace alusión a la irregularidad cometida por la Inspectora de Policía de Irra, ANA DE JESÚS FLÓREZ GUERRERO, quien supuestamente no cumplió a cabalidad con la comisión que por parte de la fiscalía se le encomendó para escuchar en declaración al señor ALFONSO QUINTANA y que ameritó el archivo de una investigación por amenazas que adelantó la Fiscalía 29 Seccional de Quinchía. Situación ésta en la que ha cabalgado incesantemente y ha dado pie a la interposición de diversas  tutelas, denuncias penales y disciplinarias, contra quienes de una y otra manera han intervenido en esas actuaciones.

No obstante lo dicho, y aunque en este caso hace manifestaciones similares a las que ha utilizado en otras acciones constitucionales, lo que ahora expresa es que con la preclusión proferida en favor de ANA DE JESÚS FLÓREZ GUERRERO, se vulneraron sus derechos fundamentales al debido proceso, defensa y contradicción, de lo cual no obra tutela con antelación  y por ende no han sido objeto de estudio en sede constitucional, como así lo pregona el Fiscal 12 Local, por lo cual se descarta que nos encontremos frente al fenómeno de la temeridad. 

Ahora bien, en cuanto al contenido de la demanda debe indicarse en principio que la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley, como así lo ha decantado la Corte Constitucional

Y al respecto la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal en el radicado 81495 de agosto 27 de 2015 -entre otros-, recalcó lo siguiente en relación con la no procedencia de la tutela para reemplazar los procedimientos ordinarios: 

“La Sala ha sostenido de tiempo atrás que no puede interponerse la acción de tutela para reemplazar los procedimientos ordinarios, pues el amparo se concibió para suplir la ausencia de éstos y no para desconocerlos, por tanto, no es viable considerarlo un medio alternativo o paralelo de defensa al cual acudir para enderezar actuaciones jurisdiccionales supuestamente viciadas. 
[…] 

De lo anterior, surge evidente que la interpretación ponderada de los jueces al resolver un asunto dentro del ámbito de su competencia, pertenece a su autonomía como administradores de justicia y no puede controvertirse a través de una acción de amparo; mucho menos si en contra de sus determinaciones se interpusieron los recursos ordinarios y éstos fueron resueltos negativamente, pues el instrumentos constitucional no se erige como una instancia adicional para exponer nuevamente la razón del disenso.”

Con miras a dilucidar las situación problemática, considera la Sala de importancia hacer alusión al trámite adelantado por parte de los juzgados involucrados y que conllevó a adoptar la decisión preclusiva que hoy no comparte el accionante.

Al revisar el registro de audio correspondiente a la audiencia celebrada en julio 23 de 2015 ante el Juzgado Promiscuo Municipal de Guática (Rda.), como juez de control de garantías, se observa que a la señora ANA DE JESÚS FLÓREZ GUERRERO  se le imputó el delito de injuria -art. 220 C.P.-, al parecer por cuanto efectuó acusaciones falsas y ofensivas en contra de ALFONSO QUINTANA en el oficio 002 de enero 5 de 2012 suscrito por ella y enviado a la Fiscalía Seccional de Quinchía; cargos que la indiciada no aceptó. Y si bien en esa oportunidad el apoderado de la imputada le informó al funcionario que su prohijada pretendía hacer pública la retractación conforme el art. 225 C.P., con miras a que la fiscalía determinara lo pertinente, el a quo consideró que ello no era de su competencia, sino del juez de conocimiento.

En junio 27 de 2016, se realizó en el Juzgado Promiscuo Municipal de Quinchía (Rda.), la audiencia de solicitud de preclusión, donde luego de la exposición del señor Fiscal 12 Local -la cual fincó en el num. 1° art. 332 C.P.P. por caducidad de la querella y la retractación de la imputada- y  la intervención de los demás sujetos procesales, entre ellos el apoderado de víctimas, Dr. ROSEMBERG HIDALDO y el señor ALFONSO QUINTANA ESTRADA, la a quo le concedió la palabra a la señora ANA DE JESÚS FLÓREZ GUERRERO, quien inicialmente señaló de manera genérica que se retractaba de todo lo dicho en contra del señor QUINTANA ESTRADA y posteriormente ante requerimiento de la juez para que fuera más específica, es decir, se pronunciara en los términos que lo hizo en el oficio INSPOLI IRRA N° 02 de enero 5 de 2012, la misma al leer dicho documento con algo de dificultad por la carencia de gafas, expresó: “ […] me retracto lo relacionado con que dije que él es persona peligrosa -es que casi no veo, es que veo muy mal-, yo me retracto en todos los términos en estos párrafos que tengo acá, donde dice que el señor según verbal de algunos pues que es persona peligrosa, que tiene armas en su casa, que sufre delirio de persecución, que tiene problemas mentales, definitivamente me retracto en todos los términos, porque además quiero retractarme porque él fue compañero mío en la escuela y siempre lo consideré como mi amigo, en este momento me retracto en todos los términos, quiero que me disculpe”. 
Concedida la palabra al señor ALFONSO QUINTANA ESTRADA para que se pronunciara al respecto y aunque en su intervención se desvió en reiteradas momentos de lo que era materia de debate, por lo cual tuvo la funcionaria la necesidad de redireccionar su argumentación, de sus dichos entendió la a quo, que se oponía a la petición de preclusión y no aceptaba la retractación al no hacerse de la misma forma en que se presentó la situación por él esgrimida, así como estimar que la imputada no tenía voluntad de resarcir los daños ocasionados con la ilicitud.

La Juez de conocimiento, luego de analizar lo expuesto, así como los elementos aportados por la fiscalía y la misma víctima, consideró que se daban las exigencias contenidas en el canon  225 C.P., para predicar que la señora ANA DE JESÚS FLÓREZ GUERRERO se retractó de lo dicho en el mencionado oficio y por ende dispuso la preclusión de la actuación, frente a la cual el apoderado de la víctima interpuso recurso de apelación, que le correspondió conocer al Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, el cual confirmó la providencia opugnada.

De ese obligado pero necesario recuento, estima la Sala que la inconformidad del ahora accionante, estriba principalmente en que el fiscal sin haberse dado la retractación elevó petición en tal sentido, y que de haberse presentado no se hizo de la misma forma en que se dieron las situaciones injuriosas.

Al respecto, observa la Sala que en efecto existió por parte del señor Fiscal 12 Local una imprecisión al momento de sustentar la solicitud preclusiva en relación con la retractación.  Ello lo decimos, porque de lo acaecido en la audiencia de formulación de imputación se desprende con meridiana claridad que la señora ANA DE JESÚS FLÓREZ GUERRERO no hizo pronunciamiento alguno donde se retractara de lo dicho y pese a que su apoderado en esa ocasión pidió al Juez de control de garantías le diera la palabra a su prohijada, ello no ocurrió en tanto el funcionario consideró que tal exposición debía efectuarse ante el Juez de Conocimiento.

En principio entonces, no tendría por qué haber sustentado el señor Fiscal Local la causal de preclusión, con fundamento en una preclusión que hasta ese mismo instante no se había presentado; pero no obstante tal situación, no puede desconocer la Sala que en esa diligencia y luego de concedérsele la palabra a la imputada, ésta de viva voz indicó que se retractaba de lo expresado en el oficio 02 de enero 5 de 2012 y el cual contenía las manifestaciones deshonrosas en contra del señor ALFONSO QUINTANA ESTRADA, y aunque el actor aduce que ello debe ser en la misma forma en que lo realizo, es decir, por escrito, estima la Sala que ello es irrelevante, por cuanto ésta se hizo en presencia del ofendido y otras personas quienes escucharon lo planteado por la imputada y las excusas que le ofreció al señor QUINTANA en esa oportunidad, sin que ello necesariamente tenga que plasmarse en un documento específico -papel- pues como acá se otea, el afectado ya cuenta con el registro de audio de las diligencias celebradas, en especial aquella donde la señora ANA DE JESÚS FLÓREZ se retractó.
Y es que precisamente al haber observado no solo la señora Juez de primer nivel, sino el funcionario encargado de desatar el recurso interpuesto, que por parte de la señora ANA DE JESÚS FLÓREZ GUERRERO se cumplió con las exigencias contenidas en el canon 225 C.P.P., se imponía adoptar una decisión preclusiva, al evidenciarse que tal retractación se dio de manera voluntaria, con antelación a haberse proferido sentencia de primera instancia y de forma oral ante el directamente perjudicado.

Si bien el señor ALFONSO QUINTANA en su intervención se mostró inconforme con dicha retractación, por cuanto en su sentir y contrario a lo esgrimido por la fiscalía el referido oficio no fue reservado, al ser conocido por muchos funcionarios no solo de Risaralda sino de Bogotá, por lo cual reclama que  éste sea “sacado” del mundo jurídico, o como lo entendió la a quo “retirado” del expediente al cual pertenece; para la Sala y como bien lo explicó en ese momento la servidora, ello no es factible, en tanto ese documento es un elemento de prueba que hace parte de un proceso que adelantó la Fiscalía -actualmente archivado-, y por ende no puede pretenderse por el querer del señor QUINTANA, que éste sea desglosado.

Aunque es cierto, y en eso no se le quita razón al accionante, que ese oficio dejó de ser parte únicamente de ese proceso y ha sido conocido por numerosos servidores -no físicamente pero sí su contenido- ello obedeció no al obrar de la señora ANA DE JESÚS FLÓREZ GUERRERO, ni mucho menos de la Fiscalía Seccional de Quinchía al cual fue dirigido, sino por cuanto a éste ha hecho alusión en varias oportunidades el mismo señor ALFONSO QUINTANA ESTRADA en las múltiples acciones de tutela y denuncias penales contra fiscales y otros ciudadanos, a consecuencia de lo cual las circunstancias allí plasmadas trascendieron de ese inicial proceso a otros en los que obligatoriamente ha tenido que hacerse referencia en diferentes escenarios por diversos funcionarios judiciales.

Para la Sala, el derecho al debido proceso que tiene el señor ALFONSO QUINTANA ESTRADA no se vulneró en ningún momento durante el trámite de la preclusión, por cuanto el mismo tuvo conocimiento de la actuación que pretendía realizar la Fiscalía, y una vez se procedió a su desarrollo se le garantizaron los derechos como víctima, al estar asistido por un profesional del derecho, habérsele permitido presentar objeciones contra la solicitud elevada no solo al togado sino al accionante, y una vez adoptada la decisión de fondo, en un claro ejercicio de los derechos de defensa y de contradicción, su apoderado interpuso recurso de apelación en su condición de defensa técnica de la víctima.
Si bien allí no se hizo presente ningún delegado del Ministerio Público, cargo que en Quinchía (Rda.) ostenta la Personera Municipal, lo fue, como así dejó constancia la a quo, por cuanto según oficio de la Procuraduría Regional de Risaralda el señor ALFONSO QUINTANA la recusó y se desconoce si el mismo había adelantado gestión alguna para que le fuera designado un Procurador como agente especial en ese asunto. No obstante la no asistencia de ese servidor no era óbice para continuar dicho trámite, en tanto su comparecencia no es obligatoria.
Como se aprecia, en la actuación surtida inicialmente ante el Juzgado Promiscuo Municipal de Quinchía (Rda.) con función de conocimiento, se le garantizaron al señor QUINTANA ESTRADA sus derechos fundamentales, y aunque el mismo no estuvo de acuerdo con lo resuelto, hizo uso de los mecanismos legales que tenía para controvertir tal decisión, aunque lo decidido en segundo grado tampoco le fue favorable.

No puede pretender entonces ahora el señor ALFONSO QUINTANA ESTRADA, que este medio preferente y sumario se convierta en una tercera instancia para debatir una situación que ya fue objeto de análisis por funcionarios judiciales, terreno al cual no puede ingresar el juez constitucional en atención al principio de subsidiaridad que rige este trámite y a la autonomía que ostenta el juez ordinario para definir tal aspecto. Al respecto la jurisprudencia constitucional ha sostenido:
« […] la acción de tutela no es procedente frente a procesos en trámite o ya extinguidos en los cuales el ordenamiento jurídico tiene establecido medios de defensa judiciales idóneos y eficaces para asegurar la protección de los derechos y las garantías fundamentales, pues en el evento de desconocer esta situación, se estaría quebrantando el mandato del artículo 86 superior y desnaturalizando la figura de la acción de tutela” 
 
De otro lado y pese a que el señor ALFONSO QUINTANA pide se compulsen copias de lo actuado a la Procuraduría Delegada en Asuntos Penales, considera esta Corporación que ello no se hace necesario, en tanto la función de esa dependencia no es adelantar investigación disciplinaria alguna -como al parecer es lo pretendido-, sino intervenir en los casos penales que ameritan la designación de un Procurador, ya como agente ordinario o especial, para lo cual deberá el solicitante elevar la petición pertinente, sea directamente o por intermedio del Coordinador de Procuradurías Judiciales Penales de Pereira, para determinar si se hace imperioso que un agente del Ministerio Público actúe en un específico asunto. 

Finalmente y en relación con las peticiones del Fiscal 12 Local de Quinchía (Rda.) para que se compulsen copias penales en contra del señor ALFONSO QUINTANA ESTRADA por falso testimonio, no observa la Sala motivo alguno para ello, pues aunque aduce que debe hacerse ya que el accionante bajo juramento dijo que no había presentado tutelas por los mismos hechos, cuando sí las ha realizado, ya la Sala analizó que éstos son hechos totalmente diferentes a los planteados en anteriores oportunidades por el actor, lo que per se desvirtúa la comisión de tal ilicitud. Y aunque también pide el fiscal que se investigue por los dichos que ha predicado el actor en su contra, esa es una decisión que le compete al fuero interno del funcionario, pues de considerar que ha sido objeto de injuria o calumnia por parte de dicho ciudadano, él más que nadie sabe que como querellante legítimo es quien debe poner en conocimiento tales situaciones.

Conforme con lo antes mencionado y al no evidenciarse vulneración a los derechos fundamentales del señor ALFONSO QUINTANA ESTRADA, no le queda opción distinta a esta Corporación que negar por improcedente la acción constitucional. 
6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE NIEGA POR IMPROCEDENTE la acción de tutela propuesta por el señor ALFONSO QUINTANA ESTRADA.
SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Corte Constitucional, Sentencia T-313 de 2005. 


� Corte Constitucional, sentencia T-1343 de 2001.
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